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e nuevo, como sucede normal-
mente, con la adecuacién o emisién de

nuevas leyes reglamentarias derivadas de
un derecho constitucional el legislador
cumple con su obligacién tarde y mal. En
este caso se trata de la ley reglamentaria
en materia de derecho de réplica previsto
en el primer parrafo del articulo 6 de la
Carta Magna, que debid haberse expedido
desde enero de 2014.

En este caso, como en muchos otros,
ademas de la demora para cumplir con
una obligacién autoimpuesta, hay que
destacar que la legislacién no contiene los
elementos minimos para ajustarse a lo es-
tablecido en los tratados internacionales,
particularmente la Convencién Americana
de Derechos Humanos y los principios uni-
versales al respecto, que implican, entre
otras cuestiones, la facilidad y la prontitud
del procedimiento.

La diferencia con los tratados interna-
cionales radica en que mientras el articulo
14 de la Convencién establece que el de-
recho de réplica aplica para “toda persona
afectada por informaciones inexactas o
agraviantes emitidas en su perjuicio”, enla
ley se establece que es respecto de datos
o informaciones “relacionados con hechos
que le aludan, que sean inexactos o falsos,
cuya divulgacién le cause un agravio ya
sea politico, econémico, en su honor, vida
privada y/o imagen”.

Es decir, mientras en la primera basta
que se cumnpla una de las dos condiciones
-inexactas o agraviantes-, en el caso de la
legislacién mexicana se tienen que cum-
plir ambos: deben ser inexactas o falsas y
deben causarle un agravio a la persona.

Por otra parte, es desproporcionado el
tiempo que le conceden al presunto agra-
viado para solicitar la publicacién o difu-
sién de una aclaracién —que es inicamente
de cinco dias a partir de que se difundié la
informacion- respecto del plazo que tiene
el sujeto obligado para atender la solicitud,
el cual se extiende hasta siete dias, ya que
tiene tres dias para resolver la procedencia
o no de la solicitud, otros tres para notificar
al promovente su decisién, y todavia uno
mas después de la notificacién de la reso-
lucién, en el caso de las emisiones o publi-
caciones diarias.

Pero ademads establece cargas para el

promovente que pueden ser de imposible
cumplimiento, pues en el caso de que el
medio de comunicacién se niegue a difun-
dir su aclaracién y haya que acudir a las
instancias judiciales, entre los documen-
tos que tiene que acompaiiar la solicitud
de inicio del procedimiento tendra que
incluir la copia del programa o publicacién
en la que funde su solicitud, y 1a legislacién
precisa en su articulo 27 que de no poseer
dicha copia la puede solicitar al medio de
comunicacién, agencia de noticias o pro-
ductor independiente, lo cual debe hacer
con anticipacién a la solicitud.

Ademas de ello el promovente, de
acuerdo con el articulo 25, tiene que en-
tregar “las pruebas que acrediten la exis-
tencia de la informacién que hubiera sido
difundida por un medic de comunicacién,
agencia de noticias o productor inde-
pendiente en los términos previstos por
esta ley; las que demuestren la falsedad o
inexactitud de la informacién publicada; o
las que demuestren el perjuicio que dicha
informacién le hubiera ocasionado...”.

Mientras la legislacién deja una amplia
discrecionalidad al medio de comunica-
cién al sefialar que sélo tiene que publicar
o difundir aquellas aclaraciones que “re-
sulten pertinentes”, sin fijar absolutamen-
te ningun criterio para valorar dicha perti-
nencia, a la persona agraviada si la obliga
a probar que la informacién divulgada es
falsa o inexacta y que le causé un agravio.

Obviamente el sesgo para favorecer a
los concesionarios de radio y television,
abierta o restringida, se plantea desde la
facilidad de obtener las copias que eviden-
cien su difusién; pero no es el uinico pues
después hay disposiciones especificas que
todavia amplian su margen de discrecio-
nalidad, como el articulo 10, que sefiala
explicitamente:

“Tratdndose de transmisiones en vivo
por parte de los prestadores de servicios
de radiodifusién o que presten servi-
cios de televisién y audio restringidos, si
el formato del programa lo permitiera y
a juicio del medio de comunicacién es
procedente la solicitud presentada por
la persona legitimada para ejercer el de-
recho de réplica, ésta realizaré la rectifi-
cacién o respuesta pertinente durante la
misma transmisién...”

Continda en siguiente hoja
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Es decir, el concesionario tiene toda la
libertad para decidir su procedencia o no
y, desde luego, siempre podrd argumen-
tar que el formato del programa no lo
permitio.

Todavia el articulo 19 expone lo si-
guiente entre las razones por las que el su-
jeto obligado podré negarse a llevar a cabo
la publicacién o transmision de la réplica:
el que se trate de transmisiones en vivo y
la réplica ya se haya realizado; cuando la
informacién previamente haya sido acla-
rada, siempre y cuando se le otorgue la
misma relevancia que a la que le dio ori-
gen; cuando la réplica verse sobre informa-
cién oficial que en forma verbal o escrita
emita cualquier servidor publico...; cuan-
do la informacién publicada o transmitida
por el medio de comunicacién provenga
de una agencia de noticias y se haya citado

a dicha agencia.

Con ellos se evidencia de nuevo el
trato privilegiado para las transmisiones
en vivo, como consta en la primera razén
citada; pero ademds de ello hay dos ca-
sos especialmente preocupantes, pues la
informacién nunca serd aclarada publi-
camente: cuando haya sido emitida por
un servidor publico o cuando provenga
de una agencia de noticias. En el caso del
servidor publico no se indica ninguna via
alternativa, pero es un hecho que deslinda
de cualquier responsabilidad al sujeto obli-
gado, y en el caso de una agencia de noti-
cias ésta tendra la obligacién de transmitir
la aclaracién, pero nadie tendré la obliga-
cién de difundirla, con lo cual se pierde el
objetivo central.

La legislacién pone plazos muy cor-
tos y cargas excesivas a los ciudada-
nos: deja la decisién de difundir o no
la aclaracion totalmente en los sujetos
obligados y no cita criterios para definir
la pertinencia o no de la misma; la via
para lograr la difusién de la aclaracién,
cuando el medio decidié que no es per-
tinente; la via jurisdiccional establecida
es costosa, larga y tortuosa; da un trato
privilegiado a los concesionarios de ra-
dio y televisién; y, por si todo esto fuera
poco, dado lo ambiguo de sus disposi-
ciones, deja un amplio margen para una
aplicacién sesgada de la misma en con-
tra de medios “incémodos”. @
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